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Frente al auto inadmisorio proferido por el Despacho el pasado 18 de julio de 2014, 
la parte demandante interpuso recurso de reposición. 
 
Señala que comparte el argumento del Despacho en torno a la revocatoria directa 
de los actos administrativos, pero una cosa es la revocatoria directa y otra la acción 
de nulidad y restablecimiento del derecho. En esta última, la Administración pone 
en manos del juez, para que defina si el acto administrativo se expidió o no 
conforme a derecho, previo el trámite de ritualidades. Trae a consideración del 
Despacho, extractos del Libro “Juicios por audiencia” de los Módulos de 
Aprendizaje, de diciembre de 2012. 
 
 
Para comenzar, este Despacho se mantiene en la posición, porque la Corte 
Constitucional, que es necesario antes de ejercer las acciones de nulidad y 
restablecimiento por lesividad, en los casos de pensiones, se debe agotar el 
procedimiento previo del consentimiento, CUANDO SE TRATE DE PROBLEMAS DE 
INTERPRETACIÓN, NO POR FALSEDADES, al revisar el artículo 19 de la Ley 797 de 
2003, en la sentencia C- 835 de 2003, en los siguientes términos: 
 

“En la misma perspectiva de la pregunta anterior debe observarse que no se puede 
tratar de cualquier incumplimiento de requisitos, toda vez que ante falencias 
meramente formales; o ante inconsistencias por desactualización de la información 
interna de las entidades correspondientes, respecto de las cuales el titular del derecho 
o sus causahabientes no hayan realizado conductas delictivas, le compete al respectivo 
funcionario tomar de oficio las medidas tendientes al saneamiento de los defectos 
detectados, haciendo al efecto acopio de los medios y recursos institucionales, sin 
perjuicio de la solicitud de información a terceros y, llegado el caso, al titular del 
derecho o a sus causahabientes. Por lo mismo, ni la Administración ni los particulares 
pueden extenderle a los titulares de la pensiones o prestaciones económicas los 
efectos de su propia incuria; así como tampoco darle trascendencia a aquello que no la 



 
 

tiene, tal como ocurriría, por ejemplo, con un pensionado que habiendo cumplido 
satisfactoriamente con todos los requisitos legales y reglamentarios, sin embargo, se le 
pretende cuestionar su derecho porque en la contabilización posterior del tiempo 
requerido, resultan dos días más o dos días menos de tiempo laborado, que en modo 
alguno modifican el requisito del tiempo que él ya demostró por los medios idóneos, 
llegando incluso a superar el tiempo exigido. Por consiguiente, la comentada 
actuación, lejos de cualquier pretensión revocatoria de oficio, debe encaminarse hacia 
la depuración de la información que soporta la expedición y vigencia del acto 
administrativo de reconocimiento prestacional. En concordancia con esto, cuando de 
conformidad con la Constitución y la ley deba revocarse el correspondiente acto 
administrativo, será necesario el consentimiento expreso y escrito del titular, y en su 
defecto, el de sus causahabientes. De no lograrse este consentimiento, la entidad 
emisora del acto en cuestión deberá demandarlo ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. 
 
 
(…) 
 
Cosa distinta ocurre cuando el incumplimiento de los requisitos aludidos esté 
tipificado como delito y la Corte señala claramente que basta con la tipificación de la 
conducta como delito, para que la administración pueda revocar, aunque no se den 
los otros elementos de la responsabilidad penal, de tal manera que en el evento de 
que el reconocimiento se hizo con base en documentación falsa o se halla 
comprobado el incumplimiento de los requisitos, basta con que sean constitutivos de 
conductas tipificadas por la ley penal, hipótesis en la cual se inscribe la utilización de 
documentación falsa, en conexidad o no con conductas tipificadas por la ley penal 
tales como el cohecho, el peculado, etc. Como que se trata de una circunstancia de 
ostensible ilegalidad, (…) 
 
Desde luego que en desarrollo del debido proceso la revocatoria establecida en el 
artículo 19 de la ley 797 de 2003 tiene que cumplir satisfactoriamente con la ritualidad 
prevista en el Código Contencioso Administrativo o en los estatutos especiales que al 
respecto rijan. Vale decir, con referencia al artículo 19 acusado el acto administrativo 
por el cual se declara la revocatoria directa de una prestación económica, deberá ser 
la consecuencia lógica y jurídica de un procedimiento surtido con arreglo a los 
artículos 74, 28, 14, 34 y 35 del Código Contencioso Administrativo, sin perjuicio de la 
aplicación de las normas de carácter especial que deban privilegiarse al tenor del 
artículo 1 del mismo estatuto contencioso. Pero en todo caso, salvaguardando el 
debido proceso. Igualmente, mientras se adelanta el correspondiente procedimiento 
administrativo se le debe continuar pagando al titular –o a los causahabientes- de la 
pensión o prestación económica las mesadas o sumas que se causen, esto es, sin 
solución de continuidad. Y como respecto del titular obra la presunción de inocencia, 
le corresponde a la Administración allegar los medios de convicción que acrediten la 
irregularidad del acto que se cuestiona. Es decir, la carga de la prueba corre a cargo de 
la Administración.  
 
Por lo tanto, los motivos que dan lugar a la hipótesis revocatoria del artículo 19 no 
pueden entenderse de manera indeterminada, aislada, ni al margen del debido 
proceso. Antes bien, la manifiesta ilegalidad, tanto de las conductas reprochadas como 
de los medios utilizados para acceder a la prestación económica que se cuestione, 
debe probarse plenamente en el procedimiento administrativo que contemplan las 
prenotadas disposiciones, para lo cual el titular del derecho prestacional o sus 



 
 

causahabientes deberán contar con todas las garantías que inspiran el debido proceso 
en sede administrativa, destacándose el respeto y acatamiento, entre otros, de los 
principios de la necesidad de la prueba, de la publicidad y la contradicción; y por 
supuesto, imponiéndose el respeto y acatamiento que ameritan los términos 
preclusivos con que cuenta el funcionario competente para adelantar y resolver cada 
etapa o lapso procedimental. Así, la decisión revocatoria, en tanto acto reglado que es, 
deberá sustentarse en una ritualidad sin vicios y en una fundamentación probatoria 
real, objetiva y trascendente, en la cual confluyan de manera evidente todos los 
elementos de juicio que llevaron al convencimiento del funcionario competente para 
resolver. En conclusión, entre la parte motiva y la parte resolutiva del acto de 
revocatoria directa deben mediar relaciones de consonancia que estén acordes con 
los respectivos mandatos constitucionales y legales, particularmente, con el debido 
proceso, la legalidad de los derechos adquiridos y la defensa del Tesoro Público. 
 
Recordando además que, en materia de supresión de actos administrativos, no es lo 
mismo cuando interviene un funcionario administrativo que cuando interviene el juez; 
y que, en todo caso, la revocatoria directa de un acto administrativo que reconoce una 
pensión o prestación económica sólo puede declararse cuando ha mediado un delito. 
(Negrilla de la Sala). 
 
La Corte deja claramente establecido que cuando el litigio versa sobre problemas de 
interpretación del derecho; como por ejemplo, el régimen jurídico aplicable, la 
aplicación de un régimen de transición; o la aplicación de un régimen especial frente a 
uno general; estos litigios deben ser definidos por los jueces competentes de 
conformidad con el artículo 20 de la Ley 797 de 2003 y que en consecuencia no procede 
la revocatoria directa del acto administrativo sin el consentimiento del particular. (Se 
resalta). 
 
Sólo bajo estos lineamientos se declarará la exequibilidad condicionada del artículo 19 
de la ley 797 de 2003; en el entendido que el incumplimiento de los requisitos o que el 
reconocimiento se hizo con base en documentación falsa, se refiere siempre a 
conductas que estén tipificadas como delito por la ley penal.” 
 

 
De la sentencia en referencia, queda absolutamente claro que primero, la 
Administración tiene que solicitar la revocatoria en los casos de pensión al 
particular, de manera previa al ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento 
del derecho, CUANDO SE TRATE DE UN PROBLEMA DE INTERPRETACIÓN, COMO LA 
APLICACIÓN DE REGÍMENES ESPECIALES. 
 
Esta misma interpretación la hizo el Consejo de Estado, en octubre del 2014, que 
tras citar el fallo de la Corte Constitucional, señaló perentoriamente:1 
 

“… De la lectura completa y armónica de la sentencia previamente citada, mediante la 
cual se declaró exequible condicionalmente el artículo 19 de la Ley 797 de 2003, se 
puede colegir sin dubitación alguna que como la presunta irregularidad encontrada 
por la administración en el acto de reconocimiento pensional del demandante, se 

                                                 
1 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEGUNDA. SUB SECCIÓN “A”. 
Consejero ponente: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO. Bogotá, D.C., veinte (20) de octubre de dos mil 
catorce (2014). Radicación número: 08001-23-31-000-2009-00681-01(1133-12). Actor: LUIS RAFAEL 
ABUCHAIBE. Demandado: MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL. APELACIÓN SENTENCIA. AUTORIDADES 
NACIONALES 



 
 

circunscribía a establecer cuál era la norma aplicable para efecto del tope pensional -la 
que se tuvo en cuenta en la resolución que reconoció el derecho o la Ley 71 de 1988-, 
no se trataba de revocar un acto de un reconocimiento pensional en el que hubiera 
mediado un delito para su obtención, sino que era una cuestión de interpretación del 
derecho, de modo que la administración se debió someter al procedimiento y 
exigencias previstas en los artículos 73 y 74 del C.C.A., obteniendo el consentimiento 
expreso y escrito del titular del derecho y adelantar una actuación administrativa en 
los términos de los artículos 38 y siguientes ídem para revocar directamente el acto o 
acudir a la jurisdicción contenciosa para que dirimiera el conflicto”. 

  
Con lo anterior, ratificó todas las tesis sostenidas por el Consejo de Estado, que se 
hicieron mención en el auto inadmisorio de la demanda. 
 
Por tanto, el JUZGADO DÉCIMO ADMINISTRATIVO DEL ORAL DE MEDELLÍN, 
 

 
RESUELVE: 

 
 
 
NO REPONER EL AUTO DEL 18 de julio de 2014, dictado dentro del negocio de la 
referencia. 
 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 
 

DIEGO ALBERTO VÉLEZ GIRALDO 
JUEZ 
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